[image: image1.jpg]Comisién
Interamericana de
Derechos Humanos




PAGE  
9

INFORME No. 15/12
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20 de marzo de 2012
I.
RESUMEN

1. El 13 de diciembre de 2000 y 28 de junio de 2002 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión” o “la CIDH”) recibió una petición presentada por Ester Avigail Fajardo Garcés (en adelante “la peticionaria”), y el 2 de octubre de 2002 recibió otra petición presentada por Claudio Alfonso Naser Leal (en adelante “el peticionario”), su esposo, (ambos en adelante “los peticionarios”), en las que se alega la responsabilidad de la República del Ecuador (en adelante “el Estado” o “Ecuador”), por la detención violenta y arbitraria de ambos, el sometimiento a torturas durante dicha detención, así como por el juzgamiento y condena injusta de Claudio Alfonso Naser Leal en el proceso penal iniciado en su contra por narcotráfico, el 13 de septiembre de 1994 en Guayaquil.
2. Los peticionarios alegaron que el Estado era responsable por la violación de los derechos a la integridad personal, libertad personal, las garantías judiciales, el honor y la honra y la protección judicial establecidos en los artículos 5, 7, 8, 11 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “la Convención” o “la Convención Americana”) en conexión con su artículo 1.1.  Por su parte, el Estado alegó que la petición era inadmisible por ser extemporánea.
3. Tras analizar las posiciones de las partes y el cumplimiento con los requisitos previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la Comisión decidió declarar admisibles los reclamos sobre la presunta violación de los artículos 5, 7, 8, 11 y 25 en concordancia con el artículo 1.1 de la Convención Americana, notificar a las partes y ordenar la publicación del informe en su Informe Anual a la Asamblea General.

II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

4. La Comisión registró las peticiones bajo los números 786-02
 (Ester Avigail Fajardo Garcés) y 4182-02 (Claudio Alfonso Naser Leal).  El 30 de julio de 2002 se procedió a transmitir copia de las partes pertinentes de la primera petición al Estado, para sus observaciones.  El 6 de febrero de 2003 el Estado remitió su respuesta, la cual fue trasladada a la peticionaria para sus observaciones.  El 11 de marzo de 2003 la peticionaria presentó su respuesta la cual fue trasladada al Estado para sus observaciones.  El 11 de julio de 2005 los peticionarios presentaron información adicional, la cual fue trasladada al Estado para sus observaciones.

5. El 21 de noviembre de 2007 la Comisión solicitó información a la peticionaria a fin de establecer si subsistían los motivos que dieron lugar a la petición y le indicó que de no recibirse la información en el plazo previsto la CIDH podría archivar el expediente.  El 27 de diciembre de 2007 informó que subsistían los motivos de su petición y presentó información adicional la cual fue trasladada al Estado para sus observaciones.  El 11 de diciembre de 2008 la CIDH reiteró al Estado su solicitud de información.
6. El 12 de marzo de 2009 la CIDH decidió acumular ambas peticiones y procedió a transmitir copia de las partes pertinentes de la segunda petición al Estado, para sus observaciones.  El 17 de abril de 2009 el Estado solicitó a la CIDH que requiera a los peticionarios completar su petición.  El 20 de julio de 2009 la CIDH trasladó copias de las partes pertinentes del expediente completo al Estado.  El 19 de agosto de 2009 el Estado ratificó sus observaciones anteriores.  El 26 de marzo y 28 de diciembre de 2010 y el 30 de septiembre de 2011 los peticionarios presentaron información adicional, la cual fue trasladada al Estado para sus observaciones.  El 1˚ de febrero de 2012 la Comisión reiteró la solicitud de información al Estado, sin que a la fecha de aprobación del presente Informe se haya recibido su respuesta.  

III.
POSICIONES DE LAS PARTES

A.
Posición del peticionario
7. Los peticionarios Claudio Alfonso Naser Leal, chileno, gerente de una empresa dedicada a la importación y exportación de diversos productos y su esposa, Ester Avigail Fajardo Garcés, ecuatoriana, alegan que el 13 de septiembre de 1994, un grupo especial de la policía ecuatoriana habría irrumpido en su casa, encapuchado y durante la noche.  Alegan que fueron detenidos en una operación policial denominada “Bosque” en la que detuvieron a 14 personas más relacionadas con la empresa, en el marco de una investigación por el delito de narcotráfico.
8. Alegan que la detención fue “violenta y ultrajante”, y sin exhibir orden de detención.  Alegan que los sacaron desnudos de su casa a la vista de sus tres hijos de ocho meses, tres y cinco años de edad y que mataron a sus animales domésticos.  La peticionaria alega que durante la detención y el traslado a un cuartel les cubrieron los ojos, fueron golpeados, maltratados verbalmente y que ella fue sometida a actos de violencia sexual.

9. Alegan que habrían permanecido más de diez días incomunicados y separados en el cuartel y que fueron sometidos a toda clase de torturas y maltratos durante los interrogatorios, en los que les obligaban a autoinculparse o a culpar a otras personas, mientras amenazaban la integridad física de sus hijos.  Alegan que no tuvieron acceso a un abogado.  Entre las alegadas torturas, el peticionario señala que fue sometido a golpes en los genitales y el resto del cuerpo, asfixia con bolsa plástica y gas y amenazas.  Alega que fue sometido a golpe de palma abierta en los oídos, lo cual le ha ocasionado sordera.  La peticionaria alega que durante la detención incomunicada ella fue sometida a golpes, actos constantes de violencia sexual, humillada de forma cruel, “ofrecimientos indecorosos para comprar un mejor trato” y que la quisieron obligar a declarar contra su esposo.  Asimismo, alega que las demás personas detenidas en el mismo operativo fueron también torturados y que “sus gritos y lamentos por horas seguidas” se transformaba en una tortura psicológica para ella.  Sostienen que a la hora de descanso ponían música a altos decibeles impidiendo el sueño.
10. Alegan que las autoridades impedían a los detenidos hablar entre ellos y les obligaron a permanecer de pie por más de 18 horas, que luego mojaban el piso de la celda para que se sentaran o durmieran mojados.  Alegan que en una de las golpizas el peticionario sufrió un golpe de tal magnitud que tuvo que ser suturado con catorce puntos en la cabeza y sin ningún tipo de anestesia, a causa del cual ha perdido el 50% de la vista del ojo izquierdo.  Señalan que ante la preocupación de los policías por que ello pudiera salir a luz, le habrían obligado a escribir una carta en la cual indicaba que había intentado suicidarse por su participación en el delito que se investigaba, la cual firmó ante amenazas de llevar a su esposa con los presos comunes para que sea violada.  
11. Alegan que fueron obligados a firmar una declaración elaborada en presencia del fiscal, quien permitía los malos tratos y golpes.  Indican que para terminar con las torturas casi todos la firmaron sin importar el contenido.  
12. Señalan que al cuarto día de su detención, el 16 de septiembre de 1994, tanto él como diversos empleados de la empresa y otras personas que se hallaban injustamente detenidas bajo el marco del mismo operativo policial, habrían sido expuestos a la prensa, con sus rostros descubiertos, a pesar de no haber declarado aún ante el juez.
13. Indican que a pesar del despliegue periodístico, la Policía les negó su presencia a sus familiares, quienes recorrieron los recintos policiales buscándolos.  El peticionario alega que solicitó a las autoridades la asistencia consular del Gobierno chileno pero que ésta le fue negada.

14. El peticionario alega que luego de esos diez días fue llevado a un recinto penitenciario donde estuvo los primeros 31 días en una celda insalubre, hacinado, “sin poder ver la luz y sin visitas”.  La peticionaria alega que en su caso fueron 15 días de este tipo de reclusión.  Indican que posteriormente fueron recluidos “junto a delincuentes comunes sin ninguna segregación”.  
15. De información presentada por los peticionarios se desprende que el 22 de septiembre de 1994 se habría ampliado el auto inicial de apertura de las investigaciones para incluir a los peticionarios.  En sus declaraciones indagatorias desde el 14 de octubre de 1994 las presuntas víctimas habrían presentado denuncias por maltrato, golpes, y presión física, psicológica y moral ante las autoridades judiciales desde sus primeras indagatorias, impugnando el informe de INTERPOL que habría contenido declaraciones obtenidas bajo presión física, psicológica y moral.  
16. La peticionaria habría denunciado que
La policía hizo allanamiento de domicilio cuando me encontraba con mi esposo y mis hijos y tuve hasta que ponerme el interior delante de ellos, asi (sic) mismo estos agentes primeramente a mi esposo le pegaron y a mi me empujaron, nos apuntaban con ametralladora, luego fuimos trasladados al Cuartel Modelo y nos tuvieron bastante tiempo de pie sin poder ni siquiera sentarnos, nos tiraban agua en las celdas.
17. El peticionario habría denunciado que “rechaza el informe redactado por INTERPOL del Guayas ya que el mismo fue hecho bajo presiones y obligado a firmar” y su defensa indicó que “el señor declaró en la policía porque fue físicamente maltratado incluso estuvo en tratamiento, porque ya le digo que con los talones de las manos le pegan en los oídos…y que (sic) dijo el señor Fiscal firma aquí, mi defendido no leyó (sic) la declaración […]”.
18. Asimismo, habrían apelado el auto de apertura a plenario de 16 de marzo de 1996, en el que el peticionario habría indicado que: “impugna y rechaza la Policía así, (sic) así como su declaración ya que en esos momentos se encontraba físicamente incapacitado por las torturas recibidas”, el cual habría sido confirmado el 8 de octubre de 1996.  El 30 de abril de 1997 se habría realizado la audiencia pública.  El 29 de agosto de 1997, el Tribunal Penal de Los Ríos, habría declarado a Claudio Alfonso Naser Leal como autor del delito tipificado por el artículo 64 de la Ley de Sustancias Estupefacientes y Psicotrópicas, condenándolo a 12 años de prisión, y a su esposa en calidad de encubridora de dicho delito, imponiéndole la pena de dos años de prisión.  Asimismo, habría dispuesto la consulta de su fallo ante la Corte Superior de Babahoyo.  Ante esto, los condenados habrían interpuesto recurso de casación, concedido por el Tribunal de juicio, el cual, sin perjuicio de su concesión, remite el expediente en primer lugar a la Corte Superior de Babahoyo para que resuelva la consulta. 

19. De dicha información se desprende que el 20 de febrero de 1998, la Corte Superior de Babahoyo habría reducido la condena de Claudio Alfonso Naser Leal a ocho años de prisión y habría absuelto a Ester Avigail Fajardo Garcés.  El 27 de agosto de 1998, la Corte Suprema de Justicia, habría declarado improcedente el recurso de casación interpuesto contra la citada sentencia.  
20. Los peticionarios alegan que sus abogados fueron constantemente amenazados por las autoridades y por los abogados de los otros imputados, habiendo renunciado muchos de ellos a su defensa en menos de un mes, en reiteradas oportunidades.  
21. Alegan que la peticionaria quedó en libertad luego de cumplir dos años de injusta condena y tuvo que salir de Ecuador hacia Chile con sus hijos por las amenazas a las que fue sometida.  El peticionario sostiene que tuvo acceso a una real defensa cuando su esposa quedó en libertad, quien emprendió su defensa sin considerar las amenazas.  Alegan que el peticionario quedó en libertad, por buena conducta, luego de cumplir cuatro años y un mes de injusta condena y se trasladó a Chile.  
22. Sostienen que sus hijos también han sufrido daño psicológico al permanecer separados en diferentes familias mientras la peticionaria se encontraba recluida.  Indican que su hija mayor “desarrolló un cuadro de difícil diagnóstico neurológico que, finalmente, se tradujo en un retraso escolar […]”.
23. Alegan que de sus bienes incautados sólo le devolvieron una camioneta en 2002 en mal estado y que el mobiliario de su casa se encuentra en la casa de un importante Jefe de la Policía, a pesar de que en la resolución judicial se ordena a la Policía que devuelva los bienes.
24. En respuesta al alegato del Estado sobre la extemporaneidad de la petición (ver infra III B) la peticionaria responde que estuvo bajo continuas amenazas que recibió en el Ecuador, con lo cual la presentación de la petición se hizo posible una vez abandonado dicho país, y asentados ella y su esposo en Chile.  
25. Por otro lado, alegan la aplicación de las excepciones del artículo 46.2.a) y b), puesto que en el Estado recurrido “no existe la legislación que permita la adecuada protección de los derechos fundamentales […] y el estado de peligro para mi persona y familia, acarreado por la recuperación de mi libertad cesó al abandonar Ecuador […]”.
26. En respuesta al alegato del Estado respecto a que el peticionario habría admitido su culpabilidad en audiencia pública (ver infra III B), los peticionarios responden que esto es falso y que por el contrario existe una grabación de la audiencia en la que el peticionario “por primera y única vez pued[e] ver a los miembros del tribunal, NIEG[A] tajantemente la imputación”.  
27. Finalmente, los peticionarios alegan que en sus documentos de identidad y en los registros públicos de Ecuador se mantienen sus antecedentes penales, a pesar de la sentencia absolutoria a favor de la peticionaria.  Alegan que en el caso del peticionario han transcurrido los plazos legalmente establecidos y que ha operado la prescripción que extingue la responsabilidad penal y las consecuencias administrativas que de ella se derivan.  Señalan que para que sus registros penales sean borrados deben pagar una injusta multa.  Asimismo, alegan que al hacer una búsqueda en Internet ellos “son informados por el Estado Recurrido, como personas con antecedentes de Narcotraficantes en diferentes páginas”.  Sostienen que esto ha afectado cualquier emprendimiento personal laboral, empresarial o administrativo del peticionario y que también configura una violación al derecho a la honra y dignidad; así como una afectación psicológica a su familia.
B.
Posición del Estado
28. El Estado alega que en la presente petición no se ha cumplido con el requisito del plazo de los seis meses establecido en la Convención Americana, por lo que la petición debe ser declarada inadmisible.  
29. Respecto de los hechos materia de la petición el Estado sostiene que con motivo de la excitativa presentada por el Agente Fiscal Segundo de lo Penal de Los Ríos ante el Juez Suplente de lo Penal de Los Ríos, se inició el proceso penal por narcotráfico contra varios sindicados, incautándose 600 kilogramos de clorhidrato de cocaína, US $14,043, 2’619,000 Sucres, una balanza electrónica y demás evidencias físicas.  Sostiene que el 22 de septiembre de 1994 se hizo extensivo el auto inicial a los peticionarios.  Indica que el 13 de diciembre de 1996 se declaró abierta la etapa de plenario contra Ester Avigail Fajardo Garcés en el grado de encubridora de tráfico ilícito y contra Claudio Alfonso Naser Leal en el grado de autor.
30. Alega que el 29 de agosto de 1997 el Tribunal Penal de Los Ríos condenó a Claudio Alfonso Naser Leal a 12 años de reclusión mayor extraordinaria y multa de 8,000 salarios mínimos vitales generales.  Asimismo, condenó a Ester Avigail Fajardo Garcés a dos años de prisión correccional y dispuso la consulta ante la Corte Superior de Babahoyo.  Indica que antes de que dicha consulta sea resuelta los peticionarios interpusieron, de manera prematura, recursos de casación ante el Primer Tribunal Penal de Los Ríos, el cual los admite.

31. Alega que la Corte Superior de Babahoyo resolvió la consulta, el 20 de febrero de 1998, absolviendo a Ester Avigail Fajardo Garcés y confirmando la sentencia de Claudio Alfonso Naser Leal, al haber considerado que
[E]l señor Claudio Alfonso Naser Leal admitió en la audiencia pública de juzgamiento haber tenido responsabilidad en la infracción cuya autoría se le imputa, por la organización de la introducción de la droga al Ecuador
.
32. Alega que al no haberse presentado recurso alguno contra esta sentencia ésta se encontraba ejecutoriada y la causa fue devuelta al tribunal penal de origen.  Indica que dicho tribunal remitió la causa a la Corte Suprema de Justicia, la cual, el 27 de agosto de 1998, declaró improcedentes los recursos de casación contra la sentencia condenatoria, la cual ha pasado por autoridad de cosa juzgada.

33. En vista de esto, el Estado sostiene que la petición es extemporánea.  Al respecto, entiende que la sentencia que puso fin al proceso interno fue la emitida por la Corte Superior de Babahoyo, dado que no se interpuso recurso en su contra.  Sostiene que la Corte Suprema reconoció que la Sentencia de la Corte Superior de Babahoyo “se encuentra ejecutoriada” y que “ha pasado por autoridad de cosa juzgada”, por lo cual declaró los recursos de casación como improcedentes.  El Estado alega entonces que pasaron cuatro años cinco meses hasta que la peticionaria presentó la petición ante la CIDH
, tiempo que excede manifiestamente el plazo de seis meses.  

34. El Estado sostiene que las supuestas violaciones que los peticionarios alegan que ocurrieron durante su detención no pueden considerarse de carácter continuado o que perduren en el tiempo, por lo que no puede considerarse razonable el plazo transcurrido hasta la presentación de la petición.  En suma, solicita que la Comisión declare la petición inadmisible.  
IV.
ANÁLISIS SOBRE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD
A.
Competencia
35. El peticionario se encuentra facultado, en principio, por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones ante la Comisión.  La petición señala como presuntas víctimas a personas individuales, a quienes el Estado ecuatoriano se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana.  En lo concerniente al Estado, la Comisión señala que Ecuador es un Estado parte en la Convención Americana desde el 28 de diciembre de 1977, fecha en que depositó su instrumento de ratificación.  Por lo tanto, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición.

36. Asimismo, la Comisión tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de Ecuador, Estado Parte en dicho tratado.  La Comisión tiene competencia ratione temporis por cuanto la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición.  Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se denuncian posibles violaciones a derechos humanos protegidos por la Convención Americana.
B.
Requisitos de admisibilidad
1. Agotamiento de los recursos internos y el plazo de presentación de la petición
37. El artículo 46.1.a) de la Convención Americana dispone que para que sea admisible una denuncia presentada ante la Comisión Interamericana de conformidad con el artículo 44 de la Convención, es necesario que se hayan intentado y agotado los recursos internos conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos.  Este requisito tiene como objeto permitir que las autoridades nacionales conozcan sobre la supuesta violación de un derecho protegido y, de ser apropiado, tengan la oportunidad de solucionarla antes de que sea conocida por una instancia internacional. 
38. El artículo 46.1.b) de la Convención Americana establece que para que la petición pueda ser declarada admisible es necesario que haya sido presentada dentro del plazo de seis meses contados a partir de la fecha en que el interesado fue notificado de la decisión final que agotó la jurisdicción interna.

39. De la información provista por las partes se desprende que las presuntas víctimas habrían presentado denuncias por maltrato, golpes, y presión física, psicológica y moral ante las autoridades judiciales desde sus primeras indagatorias, impugnando el informe de INTERPOL que habría contenido declaraciones obtenidas bajo presión física, psicológica y moral.  Asimismo, habrían apelado el auto de apertura a plenario de 16 de marzo de 1996, el cual fue confirmado el 8 de octubre de 1996.  Posteriormente, las presuntas víctimas apelaron, mediante casación, la sentencia condenatoria emitida por el Tribunal Penal de los Ríos, el 1˚ de septiembre de 1997.  Mediante consulta, el 20 de febrero de 1998, se rebaja la pena impuesta al peticionario a ocho años de prisión y se absuelve a la peticionaria.  La casación fue declarada improcedente el 27 de agosto de 1998.  
40. El Estado alega que la petición es extemporánea al haber sido presentada cuatro años y cinco meses después de emitida la sentencia de 20 de febrero de 1998 de la Corte Superior de Babahoyo -la cual pasó por autoridad de cosa juzgada- tiempo que excede manifiestamente el plazo de seis meses.  La peticionaria, por su parte, alega que en el Ecuador estuvo bajo continuas amenazas, con lo cual la presentación de la petición se hizo posible una vez abandonado dicho país, y asentados ella y su esposo en Chile.  Los peticionarios alegan además la aplicación de las excepciones del artículo 46.2.a) y b), puesto que en el Estado recurrido “no existe la legislación que permita la adecuada protección de los derechos fundamentales […] y el estado de peligro para mi persona y familia, acarreado por la recuperación de mi libertad cesó al abandonar Ecuador […]”.  
41. La Comisión nota que las autoridades no habrían realizado investigaciones respecto de los hechos de tortura denunciados por las presuntas víctimas desde 1994.  Asimismo, entiende que el Estado, por su parte, no ha informado a la CIDH que se haya abierto una investigación o proceso por los delitos denunciados por las presuntas víctimas, los cuales deben ser perseguidos e impulsados de oficio.  La Comisión considera también que la peticionaria habría estado bajo continuas amenazas en el Ecuador, con lo cual se habría imposibilitado el agotamiento de los recursos internos.  Por lo tanto, dadas las características y el contexto de la presente petición, y en la ausencia de información que indique que se haya iniciado investigaciones a pesar de sus denuncias, resulta aplicable la excepción prevista en el artículo 46.2.b) de la Convención Americana, en vista del impedimento y la falta de acceso a un recurso efectivo.
42. Respecto de los alegatos de los peticionarios relacionados con la no devolución del mobiliario de su casa la Comisión observa que no se habrían agotado los recursos internos respecto de este extremo de la petición.
43. La invocación de las excepciones a la regla de agotamiento de los recursos internos previstas en el artículo 46.2 de la Convención se encuentra estrechamente ligada a la determinación de posibles violaciones a ciertos derechos en ella consagrados, tales como las garantías de acceso a la justicia.  Sin embargo, el artículo 46.2, por su naturaleza y objeto, es una norma con contenido autónomo vis à vis las normas sustantivas de la Convención.  Por lo tanto, la determinación de si las excepciones a la regla de agotamiento de los recursos internos resultan aplicables al caso en cuestión debe llevarse a cabo de manera previa y separada del análisis del fondo del asunto, ya que depende de un estándar de apreciación distinto de aquél utilizado para determinar la posible violación de los artículos 8 y 25 de la Convención.  Cabe aclarar que las causas y los efectos que impidieron el agotamiento de los recursos internos serán analizados en el informe que adopte la Comisión sobre el fondo de la controversia, a fin de constatar si configuran violaciones a la Convención Americana.

2. Plazo de presentación de la petición

44. La Convención Americana establece que para que una petición resulte admisible debe ser presentada dentro del plazo de seis meses contados a partir de la fecha en que el presunto lesionado haya sido notificado de la decisión definitiva adoptada por los tribunales internos.  Asimismo, el artículo 32 del Reglamento de la Comisión establece que en los casos en los cuales resulten aplicables las excepciones al previo agotamiento de los recursos internos, la petición deberá presentarse dentro de un plazo razonable, a criterio de la Comisión.

45. Según la Comisión ya ha establecido en el presente reclamo resulta aplicable la excepción al agotamiento de los recursos internos establecida en el artículo 46.2.b) de la Convención Americana.  A efectos de establecer si la petición ha sido presentada dentro de un plazo razonable, conforme al artículo 32 del Reglamento de la Comisión, la Comisión debe considerar la fecha en que haya ocurrido la presunta violación de los derechos y las circunstancias de cada caso.

46. En el presente caso, la petición respecto de Ester Avigail Fajardo Garcés fue recibida el 13 de diciembre de 2000 y la petición respecto de Claudio Alfonso Naser Leal fue recibida el 2 de octubre de 2002.  Los hechos materia de los reclamos se produjeron desde el 13 de septiembre de 1994, fecha en que las presuntas víctimas habrían sido detenidas.  A efectos de establecer si la petición ha sido presentada oportunamente, la Comisión considera que la peticionaria habría estado bajo continuas amenazas en el Ecuador, con lo cual la presentación de la petición habría sido posible una vez abandonado dicho país, y asentados ella y su esposo en Chile.  Por lo tanto, en vista del contexto y las características de la presente petición la Comisión considera que su presentación fue oportuna.

3. Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacional

47. El artículo 46.1.c) de la Convención dispone que para que una petición sea admitida por la Comisión se requerirá que “la materia de petición o comunicación no esté pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional” y en el artículo 47.1.d) de la Convención dispone que la Comisión declarará inadmisible toda petición o comunicación cuando “sea sustancialmente la reproducción de petición o comunicación anterior ya examinada por la Comisión u otro organismo internacional”.  No surge del expediente que la materia de la petición se encuentre pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional, ni que reproduzca una petición ya examinada por éste u otro órgano internacional.  Por lo tanto, corresponde dar por cumplidos los requisitos establecidos en los artículos 46.1.c) y 47.1.d) de la Convención.

4. Caracterización de los hechos alegados

48. En vista de los elementos de hecho y de derecho presentados por las partes y la naturaleza del asunto puesto bajo su conocimiento, la CIDH considera que los alegatos de los peticionarios relativos a la detención arbitraria e incomunicada, torturas, malas condiciones de detención, las garantías al debido proceso y amenazas por parte de la Policía contra de las presuntas víctimas podrían caracterizar posibles violaciones a los derechos a la integridad y libertad personal, las garantías judiciales, la honra y dignidad, la protección judicial, protegidos en los artículos 5, 7, 8, 11 y 25 en concordancia con el artículo 1.1 de la Convención Americana.  
V.
CONCLUSIONES
49. La Comisión concluye que es competente para examinar los reclamos presentados por el peticionario y la presunta violación de los artículos 5, 7, 8, 11 y 25 en concordancia con el 1.1 de la Convención Americana, y que éstos son admisibles, conforme a los requisitos establecidos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana.  
50. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos y sin que ello signifique prejuzgar sobre el fondo del asunto,

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,
DECIDE:
1. Declarar admisible el presente reclamo con relación a los artículos 5, 7, 8, 11 y 25 en concordancia con el 1.1 de la Convención Americana.

2. Notificar esta decisión al Estado ecuatoriano y al peticionario.

3. Continuar con el análisis del fondo de la cuestión.

4. Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 20 días del mes de marzo de 2012.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Felipe González, Segundo Vicepresidente; Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil, Rosa María Ortiz, y Rose-Marie Belle Antoine, Miembros de la Comisión. 
� La CIDH cuenta con un registro de la petición inicial P-638-00 de 13 de diciembre de 2000.  Sin embargo, al haberse extraviado el expediente, la petición fue recibida nuevamente el 28 de junio de 2002 y fue registrada como P-786-02 (el registro anterior fue cancelado). 


� Escrito del Estado recibido el 6 de febrero de 2003.


� El Estado considera el 30 de julio de 2002 (fecha de traslado de las partes pertinentes de la petición inicial al Estado) como la fecha de presentación de la petición.
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